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1. A modo de balance
La Asociación de Docentes de la Facultad de Derecho nos invita a reflexio-

nar sobre las recientes modificaciones introducidas por la Ley 27.742 de Bases 
y Puntos de Partida para la Libertad de los Argentinos, conocida como Ley de 
Bases 1. Agradezco en la persona del Dr. Enrique Alonso Regueira tal excelente 
iniciativa y la oportunidad de participar en esta obra. La Asociación de Docentes 
constituye un privilegiado foro para analizar este tema por la pluralidad de pen-
samientos que caracteriza a esta Universidad, por el nivel de excelencia de sus 
cuadros docentes y por la libertad de ideas que en ella circula.

Me focalizaré en ciertas reformas introducidas por el Cap. III de la Ley 
27.742 a la Ley 19.549 de Procedimientos Administrativos (indistintamente 
LNPA). Estas, sumado al mantenimiento de otras regulaciones preexistentes 
en dicha ley, no constituyen un progreso en lo que se refiere a dicha materia. 
Fue una oportunidad perdida si pensamos en la necesidad, no satisfecha, de 

1 En la tradición jurídica argentina no existía el mecanismo, ahora utilizado por esta ley, 
de reformar, modificar, sustituir o derogar diversas leyes a través de una sola norma. Con excepción 
de puntuales modificaciones incluidas habitualmente a través de la Ley de Presupuesto.
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introducir reformas estructurales que impulsen cambios sistémicos en el sistema 
procedimental.

Compartiré aquí las razones que justifican tal afirmación pues, más allá de 
algunos aspectos positivos que introduce en esta materia la nueva ley, el balance 
final de dicha norma es, conforme mi criterio, negativo. Las críticas que me des-
piertan algunas de sus previsiones son mayores que algunos avances que traslu-
cen los cambios introducidos. Los que también mencionaré.

El procedimiento administrativo en una verdadera garantía de tutelas admi-
nistrativas y judiciales efectivas. La Ley de Bases no contribuye, a mi juicio, a 
tal propósito. No debemos perder de vista que la posibilidad de encontrar tutela 
judicial se juega mucho antes de llegar a los tribunales.

2. Un Derecho Administrativo ausente
Alguna vez me ocupé de poner de relieve la existencia de un Derecho 

Administrativo en retirada 2. En otras ocasiones me referí al desencuentro entre la 
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (en adelante, CSJN) 
y el actuar administrativo 3. Se menciona también al fenómeno de la huida del 
Derecho Administrativo.

En esta oportunidad, a dichas calificaciones agregaría una más: la debilidad 
que en ocasiones presenta nuestra disciplina para resguardar los derechos de las 
personas frente a la obligación de promover la tutela administrativa y judicial de 
los particulares y evitar la asincronía entre el Derecho escrito y el Derecho prac-
ticado. También en lo que se refiere a la protección de aquellos en situaciones de 
vulnerabilidad 4.

Me referiré solo a algunos aspectos del Capítulo III de la Ley 27.742 en 
relación al procedimiento administrativo regulados por la Ley 19.549, así como 
a otros no modificados sustancialmente, los que, a mi juicio, no impulsan ni con-
tribuyen a hacer efectivo aquellos derechos. Esto a pesar de que la ley incorpora 
expresamente como un principio esencial del procedimiento el de la tutela admi-
nistrativa efectiva ampliando, asimismo, esta garantía a los derechos o intereses 
jurídicamente tutelados.

2 Ver así entre otros trabajos, Mario Rejtman Farah, ¿Un derecho administrativo en 
retirada? Estudios de Derecho Público, p. 251-269, Vol. 464

3 Mario Rejtman Farah, Desencuentros entre la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
y la administración pública en materia de contrataciones administrativas, publicado originariamen-
te en Suplemento Derecho Administrativo, LL 2010. Luego reproducido en Gordillo, Agustín, 
Tratado de Derecho Administrativo y Obras selectas, Tomo 7, Capítulo XXVII, pp. 485 y ss.

4 Ampliar en Mario Rejtman Farah, Diálogos entre el derecho administrativo y la vul-
nerabilidad social, Revista de Derecho Administrativo, Juan C. Cassagne, Director, Abeledo - 
Perrot, marzo - abril 2022.
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3. Algunas cuestiones puntuales de la reforma –o 
las previsiones que no se reformaron– respecto al 
procedimiento administrativo

Veamos ciertas cuestiones derivadas de la Ley 27.742 y otras que ella man-
tuvo, ya previstas en la Ley 19.549.

Opto por seleccionar un conjunto de ellas que, entre otras y a mi criterio, no 
satisfacen los derechos de los particulares cuyos derechos o intereses deben estar 
jurídicamente tutelados. Dada la naturaleza de este trabajo, lejos estoy de agotar 
el tratamiento del tema.

3.1. Las audiencias públicas
Incluyo en este breve análisis a este procedimiento administrativo previo al 

dictado de actos de alcance general o de algunos de particular relevancia.
Una de las previsiones de la Ley 27.742, Cap. III, que traduce a mi criterio 

un retroceso, es exigir la celebración de una audiencia pública previa solo cuando 
una norma de rango legal la imponga como obligatoria 5.

A esta limitación –esto es, que dicho procedimiento debe venir exigido por 
una norma de rango legal– se le suma otra: la posibilidad discrecional que confie-
re la ley a la Administración de sustituir su celebración por una consulta pública 
u otro procedimiento similar.

La consulta pública no puede asimilarse ni reemplaza a una audiencia pú-
blica en la que existe debate, posibilidades de refutaciones, réplicas, intercambio 
entre los asistentes, etc.

Prever la celebración de una audiencia pública solo cuando lo exija una 
norma de rango legal traduce, además, una lesión a la tutela administrativa efec-
tiva, en particular al derecho de los potencialmente afectados por un acto admi-
nistrativo de alcance general o por algunos de particular relevancia. Se los priva 
del derecho a ser oídos en forma efectiva y adecuada atentando ello contra el 
principio de buen gobierno.

5 Conforme art. 25 del Cap. III de la ley que incorpora a la Ley 19.549, el art. 1 bs, apar-
tado a) punto i: ... “Cuando fuere exigible por norma de rango legal la realización de una audiencia 
pública, ésta se llevará a cabo de acuerdo con lo que establezca la reglamentación aplicable. Dicho 
procedimiento podrá ser complementado o sustituido por el mecanismo de consulta pública o el 
que resulte más idóneo, técnica o jurídicamente, para el logro de la mejor y más eficiente partici-
pación de los interesados y la adopción del acto de que se trate. El contenido de tales instancias 
participativas no será vinculante para las autoridades administrativas, sin perjuicio del deber de 
éstas de considerar las principales cuestiones conducentes allí planteadas, para el dictado de los 
pertinentes actos...”.
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No puede ser potestativo oír previamente a los potenciales afectados a tra-
vés de una audiencia pública y reemplazar a este procedimiento por otro meca-
nismo consultivo 6.

Es innegable el extraordinario desarrollo que ha tenido la potestad regla-
mentaria de la Administración Pública, lo que ha provocado un laberíntico siste-
ma de disposiciones, con frecuencia de difícil acceso, que lejos está de promover 
la seguridad jurídica. Bien se ha dicho que este fenómeno constituye una para-
doja si se tiene en cuenta que la seguridad es uno de los postulados básicos de 
cualquier sistema normativo.

Calificada doctrina se ha referido con insistencia al riesgoso crecimiento 
expansivo de la potestad normativa de la Administración Pública, incluso a algu-
na conferida a órganos de segundo grado 7.

La celebración del procedimiento previo de audiencia pública fortalece los 
combatir lo que se ha dado en llamar la captura regulatoria por parte de sectores 
que pueden llegar a presionar para proteger sus intereses. Cuestión que, a veces, 
a pocos preocupa.

Por otra parte, y tal como en una oportunidad ya lo he mencionado, la au-
diencia pública es un procedimiento de diálogo, debate y deliberación para que 
la Administración someta un proyecto al debate público de los interesados... No 
se trata de que aquellos emitan opiniones aisladas sino que puedan, en una misma 
oportunidad, dialogar o replicar las demás posiciones expuestas por otras partes, 
refutarlas o ratificarlas, arrimar pruebas y expresarse sobre las argumentaciones 
desarrolladas 8.

Reconozco que el Cap. III de la Ley 27.742, con muy buen criterio, in-
corpora como un deber de la Administración Pública considerar las principales 
cuestiones planteadas en la audiencia antes de adoptar una decisión, como parte 
de los antecedentes de hecho, del futuro acto administrativo. De todos modos, si 

6 Conforme lo garantizan el art. 18 de la Constitución Nacional y el 8º de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. Principio además recogido por el art. 1º de la Ley Nacional 
de Procedimiento Administrativo, el que no distingue, a los efectos de su obligatorio cumplimiento, 
entre los actos particulares y los generales, garantizando el derecho de los interesados al proceso 
adjetivo.

7 Como afirma Agustín Gordillo, ... el reglamento es a la vez la más extendida y la más 
problemática de las fuentes del derecho administrativo. Su extensión deviene de una tendencia 
sempiterna de la administración a fijar continuamente, sin demasiado estudio ni reflexión, normas 
generales propias para todo lo que hace. La palabra “reglamentarista” del lenguaje común es sinó-
nimo de previsión detallada y cuasi absurda. Ver Tratado...ya cit. Tomo II, Cap. X, p. VII y ss.

8 Ampliar en Rejtman Farah, Mario, El Procedimiento de Audiencias Públicas, en 
Procedimiento Administrativo, Procedimientos Administrativos Especiales, Tomo IV, Cap. X, 
Buenos Aires, La Ley,2012, Héctor Pozo Gowland, David Halperín, Fernando Juan Lima, Armando 
Canosa (Directores).
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ello no fuera así se vulneraría el art. 7º de la propia ley en lo referido a la causa y 
motivación del proyecto sometido a tal procedimiento.

3.2. El ámbito de aplicación de la ley
Quedan fuera del alcance del Cap. III de la ley las Empresas del Estado, 

las Sociedades del Estado, las Sociedades Anónimas con Participación Estatal 
Mayoritaria, las Sociedades de Economía Mixta y todas aquellas otras socie-
dades y demás organizaciones empresariales donde el Estado Nacional tenga, 
directa o indirectamente, participación total o mayoritaria, en el capital o en la 
formación de las decisiones societarias, las empresas y sociedades del Estado 
Nacional y sus entidades financieras o bancarias, que se prevé sean regidas en 
esta materia en sus relaciones con terceros por el Derecho Privado. No comparto 
tal exclusión. Al menos en lo vinculado a los principios generales.

Desde la perspectiva de calificados autores, en el Derecho Administrativo 
argentino las sociedades anónimas cuyo capital pertenece en un 100% al Estado 
son entes descentralizados de la Administración Pública, más allá del régimen 
normativo que les sea aplicable o de la forma o el ropaje externo que ellas asu-
man. Su calidad estatal en consecuencia determina la necesaria e imperativa apli-
cación de normas y/o como en este caso principios de Derecho Público adminis-
trativo, que rigen en materia de procedimiento administrativo 9.

Calificada doctrina ha concluido que, como en apariencia la regulación de 
estas empresas es privada, es razonable que se las consideren sociedades comer-
ciales comunes y ajenas a la Administración Pública. No obstante, esto es más 
aparente que real, en la medida en que, si leemos detenidamente el régimen jurí-
dico que para estas formas societarias ha sido establecido, veremos que bajo un 
sistema aparentemente privado subyace en gran medida un interés público. Por 
eso la misma doctrina expresó que estos sujetos no están relevados del cumpli-
miento de los principios jurídicos elementales, que atañen al sector público 10.

Así una sociedad anónima cuyo paquete accionario pertenece al Estado 
en un 100%, ejerce una actividad por parte de este, aun cuando no cumpla una 
función propiamente estatal. De ello, en forma inevitable se desprende que 
los principios generales aplicables al Derecho Administrativo en general y al 

9 Ver entre otros Luis Eduardo Rey Vázquez en La organización administrativa descen-
tralizada: El caso de las empresas y sociedades estatales, core.ac.uk/reader/61910000

10 Ver Alberto B. Bianchi, Anotaciones sobre los conceptos de Administración Pública y 
Función Administrativa, Revista ED, 129-266 quien sostiene que “el límite de la Administración 
Pública, [...] lo constituyen las Sociedades del Estado, ya que representan el último grado de la 
descentralización administrativa posible”. Considera así que como en apariencia la regulación de 
estas empresas es privada, es razonable que existan inclinaciones doctrinarias que las consideren 
sociedades comerciales comunes y ajenas a la Administración Pública. Lo que el citado autor no 
comparte.
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procedimiento administrativo en particular no les pueden ser ajenos. Sea en for-
ma directa, subsidiaria, supletoria o analógica.

A la cuestión de si las Sociedades Anónimas con participación estatal ma-
yoritaria, pertenecen o no a la Administración Pública se ha opinado que “[...sin 
duda alguna las susodichas sociedades integran los cuadros de la administra-
ción...] pues estos sujetos no están relevados del cumplimiento de los principios 
jurídicos elementales, que atañen al sector público” 11.

Coincidió con este criterio la CSJN en la causa “La Buenos Aires Cía. de 
Seguros” 12. Se resolvió allí que “El concepto de descentralización, propio de las 
técnicas de organización administrativa, es amplio e involucra básicamente a to-
dos los entes menores dotados de personalidad jurídica propia y distinta de los 
centros polares de esa organización (Administración Pública nacional, provincial 
y municipal en los casos en que resulta autónoma). De allí que, en una primera 
aproximación, no cabe excluir a empresas de la pertenencia a la administración 
descentralizada o indirecta del estado federal”.

En dicha causa, el dictamen del Procurador General de la Nación, que la 
CSJN hizo suyo, señaló que las sociedades anónimas con participación estatal 
mayoritaria, y con mayor razón ello aplica a las sociedades anónimas cuyo ca-
pital accionario está en un 100% en manos del Estado, están regidas por un or-
denamiento jurídico complejo presidido por disposiciones de derecho privado, 
en lo que hace al objeto específico de actuación, pero influido por normas de 
derecho público derivadas de la estatalidad del ente y de su carácter instrumental 
y vicarial, en todo aquello que no interfiera con el destino industrial o comercial 
de su actividad.

Concluyó el dictamen del Procurador General que el Tribunal Federal hizo 
suyo, que “la empresa demandada ha sido constituida como una sociedad anóni-
ma, en la que los entes estatales tienen la mayoría accionaria y decisoria, creada 
bajo el régimen jurídico previsto en la Ley de Sociedades 19.550, Sección VI. 
Con esta sola mención, podría concluirse que el sistema normativo que le resulta 
aplicable es de naturaleza privada, [...] no obstante, la regulación jurídica aplica-
ble a este tipo de empresas ha ido nutriéndose en el tiempo con otras normas que 
reflejan un panorama complejo, pone en crisis la primera afirmación. Así, la Ley 
19.549, que establece las normas básicas a que deben sujetarse los procedimien-
tos administrativos, fija su ámbito de aplicación en la Administración Pública 
Nacional, aclarando que se trata tanto de la centralizada como de la descentrali-
zada”. Concluyó así que: “El concepto de descentralización [...] es amplio e in-
volucra básicamente a todos los entes menores dotados de personalidad jurídica 
propia y distinta de los centros polares de esa organización. [...] no cabe excluir a 

11 Ver cita anterior.
12 CSJN, Fallos 350-311
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empresas como las que aquí se trata de la pertenencia a la administración descen-
tralizada o indirecta del Estado”.

3.3. Los principios del procedimiento administrativo recogidos por el 
Capítulo III de la Ley 27.742

Se consagran en la ley diversos principios vinculados al procedimien-
to administrativo. Así, prevé que este se rige por los de la tutela administrativa 
efectiva, la confianza legítima, la buena fe, la juridicidad, la razonabilidad, la 
proporcionalidad, la transparencia, la simplificación administrativa y la buena 
administración.

Debo reconocer que es bienvenida esta consagración legal como pautas di-
rectrices a cuyo amparo debe desarrollarse el procedimiento administrativo.

No obstante, aun considerando su entidad, se producen frecuentemente vio-
laciones al momento de su aplicación, tal como en numerosos casos lo ha recono-
cido nuestra jurisprudencia. Confío no suceda ello al momento en que los jueces 
deban dirimir conflictos en esta materia en los que aquellos se vean vulnerados.

Celebro la apelación e incorporación del principio de juridicidad, el que 
muestra una perspectiva más amplia que el de legalidad, pues a diferencia de 
este, centrado en la obligatoriedad de cumplir con lo que dispone la ley, el pri-
mero busca dar un sentido interpretativo más amplio no limitándose solo a la ley 
formal, sino a principios jurídicos, estén ellos positivizados o no.

La ley hace explícito lo que doctrina y jurisprudencia ya habían previsto 
desde hace tiempo. Lo que deriva, entre otras facetas, que prime en el procedi-
miento administrativo el principio de la verdad material, que exista amplitud para 
considerar bien interpuestos los recursos y reclamaciones que tienden también a 
la defensa de la norma jurídica objetiva, con el fin de mantener el imperio de la 
legalidad y justicia en el funcionamiento administrativo.

La ley introduce también como principio el de proporcionalidad, el que de 
todos modos no es sino uno de los modos en que se traduce el de razonabilidad. 
La exigencia que es imprescindible su estricto acatamiento venía ya recogida 
por toda nuestra jurisprudencia. Incluso para la doctrina dominante, razonabili-
dad y proporcionalidad son sinónimos, aunque habitualmente se haga referencia 
al principio de razonabilidad, pero como sinónimo del de proporcionalidad. De 
hecho, el principio estaba ya receptado en el art. 7º, inc. f, de la anterior LNPA.

En cuanto al principio de tutela administrativa efectiva, este no es más que 
la garantía del debido proceso adjetivo que contenía el texto original de la LNPA. 
Lo que no impidió la existencia de frecuentes violaciones a aquel.

Es de destacar asimismo (como faceta de la tutela administrativa efectiva) 
la recepción a nivel legislativo el principio del plazo razonable, sentado por la 
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Corte Suprema en el caso “Losicer” 13. Aun cuando no alcanzo a avizorar qué 
consecuencias jurídicas tendrá la violación a tal principio.

El principio de transparencia en todo el actuar administrativo también había 
sido incorporado a nuestra legislación nacional antes de esta ley. En materia de 
procedimiento administrativo se lo vincula también al de publicidad. Me referí 
a este principio aplicado al procedimiento en un trabajo anterior de hace casi 20 
años 14. La existencia de tal principio no ha servido para disuadir o impedir la 
existencia de actos violatorios de aquel.

Entre otros precedentes, puede verse que en el caso “Astorga Bracht” 15, la 
CSJN lo vinculó a la publicidad y vista de los expedientes, del que se deriva 
exigencia de que los procedimientos administrativos sean públicos, teniendo, 
consecuentemente, carácter restrictivo el secreto del expediente. Ya habíamos 
señalado en sentido concordante, que la publicidad y transparencia en el marco 
del procedimiento administrativo suponen el leal conocimiento e información ya 
que sin publicidad no hay transparencia 16. El principio fue también recogido por 
la Convención Interamericana contra la Corrupción 17 y por la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción 18. De modo que, aunque ya era un princi-
pio recogido legalmente, lo que abunda no daña.

El principio de simplificación también tuvo recepción en nuestro ordena-
miento administrativo a través del Decreto 891/17 y el Decreto 894/2017 pro-
moviendo buenas prácticas en la materia. Darle jerarquía de ley no es para nada 
criticable. Solo me pregunto si ello será suficiente al momento de su aplicación. 
Una sociedad no se cambia por una norma. La Administración Pública tampoco. 
No pretendo ser escéptico. Solo advertir sobre estas cuestiones.

La ley incorpora también otros principios como el de buena fe, la confianza 
legítima, la tutela administrativa efectiva y la buena administración.

Soy un tanto escéptico acerca de la eficacia que tendrá esta mención a diver-
sos principios generales para mejorar la protección de los particulares. Veremos 
qué resuelve la justicia con el paso del tiempo

Nuestra Justicia se ocupó de aplicarlos como principios generales sin necesi-
dad de la consagración en la ley. Confiemos que la conducta de la Administración 
se regirá por ellos al momento de aplicarlos a cada caso concreto, para que no 

13 CSJN, Fallos 247:121
14 Ver Rejtman Farah, Mario, El principio de transparencia en el procedimiento admi-

nistrativo, en Procedimiento y proceso administrativo, Juan C. Cassagne (Director) Lexis Nexis, 
Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2005, pp. 79-101.

15 CSJN, Fallos 327-4185
16 Ampliar en Rejtman Farah, Mario, Régimen de contrataciones de la Administración 

Nacional, Cap. VI, Buenos Aires, Abeledo Perrot, 2010.
17 Ley 24.759
18 Ley 26.097
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se conviertan en letra muerta o en mero derecho proclamado. De todos modos, y 
en cualquier caso los jueces tendrán, frente a la violación de alguno de ellos, una 
herramienta de jerarquía legal.

4. Avances
Existen, tal como fuera mencionado, avances diversos en ciertas normas 

vinculadas al procedimiento administrativo.
Así, por ejemplo, la importante previsión que, con buen criterio, admite la 

promoción de la demanda en cualquier momento cuando se configure el silencio 
de la Administración y algunas otras soluciones vinculadas a esta institución y al 
silencio positivo.

También es un fundamental progreso el abandono de una categoría ajena 
totalmente a nuestro sistema como lo era la distinción entre derechos subjetivos, 
intereses legítimos o intereses simples. La ley, con excelente criterio, se refie-
re ahora a derechos o intereses jurídicamente tutelados. Un significativo avance 
considerando las consecuencias que de ello se derivan.

No puedo dejar de celebrar la importante previsión que, con buen criterio, 
admite la promoción de la demanda en cualquier momento cuando se configure 
el silencio de la Administración y algunas otras soluciones vinculadas a esta ins-
titución y al silencio positivo.

También es un fundamental y positivo cambio, el abandono de una cate-
goría ajena a nuestro sistema como lo es la distinción entre derechos subjetivos, 
intereses legítimos o intereses simples. La ley, con excelente criterio, se refiere 
ahora a derechos o intereses jurídicamente tutelados. Un significativo progreso 
considerando las consecuencias que de ello se deriva.

Otro adelanto, aunque a mi criterio insuficiente, es la previsión respecto a 
la impugnación de actos contractuales. Entendí oportunamente 19, junto con parte 
de nuestra doctrina, que los actos administrativos dictados durante la ejecución 
de un contrato podían ser impugnados judicialmente después de la extinción del 
contrato. La ley prevé la posibilidad de hacerlo hasta 180 días después de dicha 
extinción, pero si hubieran sido cuestionados previamente en forma expresa en 
sede administrativa dentro de los 30 días de su notificación.

Por un lado, es posible que cualquiera de los actos dictados durante la ejecu-
ción contractual produzcan, en sí mismos, agravios al contratista. Nada obsta en 
consecuencia a que éste los impugne inmediatamente después de ser notificado 
de ellos, incluso llegando a la impugnación judicial.

19 Ampliar en Rejtman Farah, Mario, Impugnación judicial de la actividad adminis-
trativa, Buenos Aires, La Ley, 2000
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Pero conforme lo afirmara la CSJN en la causa “Mevopal” 20, los actos ad-
ministrativos dictados durante la ejecución de un contrato administrativo no pue-
den considerarse, en principio en forma aislada, con abstracción del contrato al 
cual acceden por lo que se rigen por idénticas pautas a las del contrato, ajenas, 
por ende, al marco contemplado en los arts. 23 y 24 de la LNPA y al sistema de 
impugnación de su art. 25.

De conformidad con ello, el acto administrativo dictado en relación con un 
contrato administrativo se encontraría prácticamente integrado a este. La CSJN 
señaló que la solución contraria acarrearía un dispendio jurisdiccional inusitado 
y un resentimiento en el espíritu de colaboración que debe existir en la vida del 
contrato, al generar la carga de litigar contra cualquier acto unilateral emitido por 
la administración.

Es lo que ahora exige la ley, aun cuando admite la posibilidad de hacerlo 
hasta 180 días después de la extinción del contrato, pero solo si hubieran sido 
cuestionados previamente en forma expresa en sede administrativa dentro de los 
30 días de su notificación.

A través del caso “Gypobras S.A.” 21, la Corte dejó de lado la teoría de la 
incorporación en pos de la doctrina de la separación, siguiendo en buena medida 
el razonamiento expuesto por la mayoría en el fallo plenario “Petracca” 22.

A nuestro criterio, en el marco de la actual ley, un contratista se encontraría 
obligado a cuestionar (no queda en modo alguno claro a qué se refiere la ley con 
el término cuestionar) en sede administrativa cada uno de los actos administra-
tivos contractuales mediante la interposición de los recursos que marca la ley. 
Aunque permite también la impugnación judicial de ellos con posterioridad a 
la finalización del contrato pues la obligación de cuestionar o impugnar en sede 
administrativa cada acto provocaría, en palabras de la CSJN aunque referidas a la 
acción judicial, un resentimiento en el espíritu de colaboración que debe existir 
en la vida del contrato.

Resulta también un avance que la ley establezca plazos de prescripción para 
demandar la declaración de nulidad de un acto administrativo de alcance parti-
cular. Este plazo es de diez años en caso de nulidad absoluta y de dos en caso de 
nulidad relativa, desde la notificación del acto.

Respecto a las legitimaciones activas para interponer una acción judicial 
la ley plantea una ampliación que, como fuera dicho, es de celebrar y por la que 

20 CSJN, Fallos, 307: 2216
21 CSJN, Fallos, 318: 4411. Ampliar en Mario Rejtman Farah, Máximos precedentes: 

derecho administrativo: Corte Suprema de Justicia de la Nación Tomo II. pp. 775-793, Juan C. 
Cassagne (Director).

22 CNFed. CA, en pleno, 24/IV/1986, “Petracca e hijos SA c/ Estado Nacional - Ente 
Autárquico Mundial´78”, ED, 118: 391.
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muchos veníamos bregando desde hace tiempo 23. Incorpora en diversas previsio-
nes el concepto de derechos o intereses jurídicamente tutelados. Esto constituye 
sin duda un importantísimo avance en lo relacionado a la ampliación de las legi-
timaciones para acudir a la Justicia. También el Decreto Reglamentario 713/2024 
recoge esta ampliación, al contemplar respecto al trámite administrativo, que este 
puede iniciarse a petición de cualquier persona humana o jurídica, pública o pri-
vada, que invoque un derecho o un interés jurídicamente tutelado, quienes serán 
consideradas parte interesada en el procedimiento administrativo.

Otro avance es la ampliación de plazos que contempla la ley tanto para 
interponer un recurso administrativo como para promover el control judicial. Se 
prevé así que el plazo mínimo para presentar recursos que agotan la vía admi-
nistrativa (en la actualidad, el recurso jerárquico) no podrá ser inferior a 30 días 
contados desde la notificación valida del acto que se impugna.

Asimismo, se amplía el plazo de caducidad para interponer la demanda 
judicial elevándose aquel a 180 días hábiles judiciales que comienzan a com-
putarse a partir de la denegatoria expresa del recurso o reclamo que agote la vía 
administrativa. Con lo que elimina la previsión conforme la cual se contemplaba 
que, si las normas especiales no previeren un plazo determinado para el pro-
nunciamiento, éste no podría exceder de sesenta días. Vencido el plazo que co-
rresponda, el interesado podía requerir pronto despacho y si transcurrieren otros 
30 días sin producirse dicha resolución, se consideraba que hay silencio de la 
Administración. Con la reforma solo frente a una decisión expresa comienza el 
cómputo de los plazos recursivos. Interpretar al silencio como denegatoria es una 
facultad, no una obligación.

La gratuidad del procedimiento, en un bienvenido principio impuesto ahora 
por la nueva ley como una regla general, nos obliga a interpretar que aquel preva-
lece sobre previsiones que exigen, por ejemplo, el pago de una garantía previa para 
impugnar algunos actos precontractuales en materia de contratos administrativos. 
Nos pronunciamos en anteriores ocasiones respecto a la inconstitucionalidad de 
tal exigencia 24. El art. 3º bis de la reglamentación a la Ley de Bases 25 reafirma el 
principio de gratuidad y crea excepciones que tampoco se vinculan con el pago 
previo para impugnar.

La realidad nos indica que no siempre este criterio rector ha funcionado así.

23 Ampliar en Juan I. Sáenz, Legitimación del ciudadano, el elector y el contribuyente. la 
legalidad objetiva como bien colectivo, en Una mirada desde el fuero contencioso administrativo 
federal sobre el derecho procesal administrativo, Agustín Gordillo, Buenos Aires, FDA, 2012

24 Ley 26.097.
25 Decreto nº 713/2024.
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Esta exigencia viola claramente el principio de legalidad al que la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación (indistintamente mencionada como CSJN) hi-
ciera reiterada referencia y en el que pusiera especial énfasis 26.

5. El mantenimiento del statu quo
Como fuera dicho, la Ley de Bases no introduce modificaciones estructu-

rales en el sistema recursivo. Mencionaré sólo algunas de las cuestiones que, en 
lo fundamental, no han sido objeto de modificación y que por su trascendencia 
lesionan el derecho a una tutela administrativa y judicial efectiva.

5.1. La vista en materia recursiva
Al regular el instituto de la vista, la Ley 27.742 mantiene la criticable so-

lución de la LNPA. Prevé que, en caso que fuere necesario hacer uso de este de-
recho a fin de presentar descargos, contestar vistas, citaciones, emplazamientos 
o requerimientos, interponer recursos o reclamos administrativos, o promover 
acciones o recursos judiciales, la solicitud de vista producirá la suspensión de to-
dos los plazos. Más allá de ampliar los supuestos originariamente contemplados 
por la LNPA, incluyendo otros derechos además de la presentación de recursos, 
el sistema previsto y las consecuencias que de ello se derivan, no ha sido objeto 
de modificaciones.

Si se produce la suspensión, de ello se desprende –en una interpretación 
literal– que se contabiliza el tiempo cumplido con anterioridad al pedido y que 
aquel, después de tomada la referida vista, se reanuda por el lapso que falta. A 
nuestro juicio una solución protectora de una tutela administrativa efectiva sería 
aquella que contemple que el pedido de vista interrumpe los plazos, lo que pro-
vocaría en forma expresa que aquellos volvieran a computarse desde cero a partir 
del plazo para tomarla.

No podemos dejar de señalar que, en la mayoría de los casos la interposi-
ción de un recurso no suspende en principio la ejecución del acto, los mayores 
interesados en evitar una eventual dilación parecerían ser los afectados, con inte-
rés en que su impugnación sea resuelta con la mayor celeridad posible.

La reforma del art. 26 elimina la norma que hacía correr el plazo de pres-
cripción durante el silencio administrativo. Esto, a la luz de la redacción del inciso 
(i) del nuevo art. 1º bis con respecto a la finalización de los efectos interruptivos 
(que sólo operan ante una decisión expresa) crea una contradicción con el nuevo 
texto del art. 31 que sí hace correr ese plazo ante el silencio administrativo frente 
a la presentación del reclamo previo y del pedido de pronto despacho. Existiría, 
entonces, una diferencia entre el silencio frente a la interposición de recursos 

26 Tratado, ya cit. Tomo 7, Cap XXVII.
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administrativos y del reclamo impropio, y el silencio frente a la interposición del 
reclamo administrativo previo.

Consideramos que, en estos casos no cabrá perjudicar al particular.

5.2. El carácter no suspensivo de la ejecutoriedad del acto frente a la 
interposición de un recurso administrativo

La ley reitera en lo sustancial lo previsto por la Ley 19.549 respecto al ca-
rácter no suspensivo de la ejecución del acto como consecuencia de la interposi-
ción de un recurso administrativo, salvo norma expresa que disponga lo contra-
rio. Solo que ahora faculta –en modo alguno, obliga– a suspender la ejecución 
por razones de interés público, cuando la ejecución traiga aparejados mayores 
perjuicios que su suspensión o cuando se alegare fundadamente una nulidad os-
tensible y absoluta.

La solución que mejor se hubiera compatibilizado con los principios de 
buena administración y de buena fe debiera haber sido, frente a aquella situa-
ción, la solución inversa. Como regla, la suspensión de la ejecutoriedad, salvo 
decisión expresa en sentido contrario que debería dictarse una vez interpuesto el 
respectivo recurso. Ello permitiría fortalecer la legalidad de la actividad adminis-
trativa pero además la responsabilización de los funcionarios quienes, adoptando 
tal resolución, deberían por decisión fundada disponer la ejecución luego de in-
terpuesto un recurso administrativo.

Es por otra parte la solución que adoptan otras legislaciones (por ej. la ley 
alemana en su art. 9°). La suspensión en estos casos tan específicos –razones de 
interés público, alegación fundada de una nulidad o el mayor perjuicio que oca-
siona la ejecución– son de carácter tan excepcional que ameritan que el funcio-
nario que suscribió el acto impugnado insista luego de interpuesto el recurso, en 
su ejecución. Se invierte así el principio actual. El funcionario competente deberá 
en cada caso concreto justificar y fundar, luego de interponerse un recurso, por 
qué insiste en su ejecución. Se conserva la potestad de ejecutar el acto, sólo que 
desde esta perspectiva por expresa decisión fundada 27.

5.3. El reclamo administrativo previo. El agotamiento de la vía 
administrativa

La ley prevé que el reclamo administrativo previo no es necesario si me-
diare una clara conducta del Estado que haga presumir la ineficacia cierta del 
procedimiento, transformando el reclamo en un ritualismo inútil.

En una sustancial cantidad de casos, la mayoría de estos reclamos no tiene 
resultado favorable. Sólo provoca inútiles dilaciones y escollos a la tutela judicial 
efectiva.

27 En similar sentido, ver Agustín Gordillo, Tratado... ya cit. Cap. V y Cap. XIII, Tomo 3.
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Cuando gran parte de la doctrina había casi saldado la discusión sobre el 
reclamo administrativo previo y consensuado en su no exigibilidad cuando éste 
muestra ser sólo un ritualismo inútil se insiste en el sistema de la LNPA.

Dar a este trámite el carácter de optativo para el interesado hubiera signi-
ficado estar en la misma sintonía que la casi totalidad de nuestra doctrina. La 
reforma no lo contempla así.

Debo agregar que además la ley incorpora entre otras dos causales nuevas 
respecto a las cuales no resulta necesario agotar la vía administrativa. Ello sucede 
cuando la impugnación se basa exclusivamente en la inconstitucionalidad o inva-
lidez de la norma de jerarquía legal superior que aplica al acto que se impugna o 
cuando se interponga un amparo u otro proceso urgente.

La ley también mantiene, al menos como principio general, la obligación 
de, a través de los recursos administrativos pertinentes, agotar la vía adminis-
trativa como condición necesaria para impugnar luego judicialmente un acto 
administrativo.

Exigirla como recaudo previo a la interposición de una acción judicial or-
dinaria transforma el paso previo de la vía recursiva en una trampa o carrera de 
obstáculos para acceder luego a la jurisdicción, al ser impuesta como condición 
para abrir las puertas de los tribunales.

Para alcanzar el dictado del buscado acto administrativo definitivo que ago-
te la vía es necesaria la interposición de un recurso administrativo, para lo cual 
existe un fugaz y exiguo plazo, vencido el cual el acto queda firme y consentido 
y no puede ya impugnarse en sede judicial aun cuando el derecho de fondo afec-
tado tenga previsto un plazo de prescripción mucho mayor.

Es que la posibilidad de acceder o no a la justicia no se resuelve al momento 
de iniciar una demanda sino mucho antes cuando debe recurrirse el acto en sede 
administrativa dentro de los pocos días de notificado aquel.

La realidad indica que los recursos administrativos no han conllevado, en 
nuestro sistema procedimental, a un autocontrol de la Administración Pública ni 
han servido para que, como regla general, la Administración corrija sus actos, 
liberando de trabajo a la Justicia, en resguardo de la legalidad del obrar estatal.

La Ley 27.742, en su Cap. III, no modifica esta exigencia, la que lesiona la ga-
rantía de acceso a la justicia. Aun cuando a nuestro juicio debería haberse suprimi-
do la exigencia del agotamiento de la vía administrativa mediante la interposición 
de un recurso o la obligación de formular un reclamo previo, la ley podría haber 
considerado que es una potestad del afectado presentarlo o no, esto es contar con 
un régimen recursivo o reclamatorio facultativo u opcional, pero no obligatorio.

El tema no es novedoso. Calificada doctrina se ha expedido respecto al 
debilitamiento del derecho al control judicial que se deriva del actual sistema 
propiciando, en el mejor de los casos, que los recursos administrativos sean 
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potestativos. Algunos hemos sostenido incluso que el sistema recursivo es un 
mero privilegio de la Administración.

La ley dispone que “la interposición de reclamos o recursos administrativos 
interrumpirá el curso de todos los plazos legales y reglamentarios, incluyendo 
los relativos a la caducidad y prescripción, aunque aquellos hubieren sido mal 
calificados, adolezcan de defectos formales insustanciales o fueren deducidos 
ante órgano incompetente”. No se exige ahora la existencia en este último caso 
de un “error excusable”. La norma incluye no solo a los recursos administrativos 
sino a los reclamos previos. Tal efecto interruptivo subsistirá hasta que culmine 
el procedimiento administrativo.

Atento a la eliminación en el último párrafo del anterior inciso e) del art. 
1º de la LPA (ahora inciso [k] del art. 1º bis) que utilizaba la palabra suspensión, 
concluimos que la interposición de recursos administrativos y acciones judiciales 
tiene el efecto interruptivo previsto en el Código Civil y Comercial por lo cual de-
berá tenerse por no sucedido el lapso que precedió a la interposición del remedio.

6. El porqué de nuestras críticas
El procedimiento administrativo es el que permite o impide el acceso a la 

justicia. En el balance final del Cap. III de la Ley 27.742, sea por existencia de 
nuevas respuestas jurídicas o por el mantenimiento de otras disvaliosas ya regula-
das por la Ley 19.549, es posible afirmar que no al omitir modificarse las cuestio-
nes sustantivas antes mencionadas, se perpetúan las soluciones de la LNPA que 
lesionan las tutelas administrativas y judiciales efectivas, por lo que, a nuestro 
criterio, la nueva ley representa un retroceso en la búsqueda de tales objetivos.

Hoy el acceso a la Justicia es desigual y no podría dejar de serlo en una 
sociedad intrínsecamente desigual. Porque dicho acceso es un espejo de la des-
igualdad. El desafío que nos cabe es ser impulsores de un cambio estructural 
en el procedimiento administrativo o resignarnos a mantener el actual estado de 
situación, lo que en definitiva constituye un retroceso.
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